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EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 

LA MINISTRA DE LA PRESIDENCIA 

Y EL MINISTRO DE CIENCIA INNOVACIÓN TECNOLOGÍA Y 
TELECOMUNICACIONES 

En ejercicio de las facultades que les confieren los artículos 140 incisos 3), 6), 16), 
18), 146 y 180 de la Constitución Política; artículos 25 inciso 1 ), 27 inciso 1 ), 28 inciso 
2) subíndice b), de la Ley General de la Administración Pública, Ley número 6227
del 2 de mayo de 1978; el artículo 29 de la Ley Nacional de Emergencias y
Prevención del Riesgo.

CONSIDERANDO: 

1. Que el artículo 140 de la Constitución Poi ítica, establece que son deberes y
atribuciones del Presidente y del respectivo Ministro de Gobierno, vigilar el
buen funcionamiento de los servicios y dependencias administrativas.

11. Que la Ley General de la Administración Pública, Ley Nº 6227, del 2 de
mayo de 1978, establece en su artículo 4, que la actividad de los entes
públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales
del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su
adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que
satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o
beneficiarios.

111. Que la misma Ley General de la Administración Pública, establece en el
artículo 12, que se considerará autorizado un servicio público cuando se
haya indicado el sujeto y el fin del mismo.

IV. Que la Ley Nacional de Emergencias y Prevención del Riesgo, Ley Nº8488
del 22 de noviembre de 2006, establece en el artículo primero que regulará
las acciones ordinarias, establecidas en su artículo 14, las cuales el Estado
Costarricense deberá desarrollar para reducir las causas de las pérdidas de
vidas y las consecuencias sociales, económicas y ambientales, inducidas
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por los factores de riesgo de origen natural y antrópico; así como la actividad 
extraordinaria que el Estado deberá efectuar en caso de estado de 
emergencia, para lo cual se aplicará un régimen de excepción. Así mismo, 
el numeral 29 establece que en caso de calamidad pública ocasionada por 
hechos de la naturaleza o del ser humano, que son imprevisibles o 
previsibles pero inevitables y no pueden ser controlados por las potestades 
ordinarias que dispone la Administración Pública; el Poder Ejecutivo está 
facultado para declarar emergencia nacional a fin de integrar y definir las 
responsabilidades y funciones de todos los organismos, entidades públicas, 
privadas, a efectos de poder brindar una solución acorde a la magnitud del 
situación de calamidad. 

V. Que el artículo 4 de la Ley Nº 8488 de cita define que el Estado de
Emergencia debe ser decretado "(. . .) con fundamento en un estado de
necesidad y urgencia, ocasionado por circunstancias de guerra,
conmoción interna y calamidad pública. Esta declaratoria permite
gestionar, por la vía de excepción, las acciones y la asignación de los
recursos necesarios para atender la emergencia, de conformidad con el
artículo 180 de la Constitución Política", así como que, la emergencia en sí
es un "Estado de crisis provocado por el desastre y basado en la magnitud
de los daños y las pérdidas. Es un estado de necesidad y urgencia que
obliga a tomar acciones inmediatas con el fin de salvar vidas y bienes,
evitar el sufrimiento y atender las necesidades de los afectados. Puede
ser manejada en tres fases progresivas: respuesta, rehabilitación y
reconstrucción; se extiende en el tiempo hasta que se logre controlar
definitivamente la situación"y por desastre, que es una "Situación o proceso
que se desencadena como resultado de un fenómeno de origen natural,
tecnológico o provocado por el hombre que, al encontrar, en una
población, condiciones propicias de vulnerabilidad, causa alteraciones
intensas en las condiciones normales de funcionamiento de la 
comunidad, tales como pérdida de vidas y de salud de la población,
destrucción o pérdida de bienes de la colectividad y daños severos al
ambiente".

VI. Que el artículo 31 de la Ley Nº 8488 de cita, consigna que, la declaración
de emergencia permite un tratamiento de excepción ante la rigidez
presupuestaria, en virtud del artículo 180 de la Constitución Política, con el
fin de que el Gobierno pueda obtener los recursos económicos necesarios,
para atender la afectación pública, señalándose la reserva de rendir, a
posteriori, las cuentas que demandan las leyes de control interno y las
revisiones de la Contraloría General de la República.

VII. Que la jurisprudencia de la Sala Constitucional, ha establecido parámetros
estrictos para la fundamentación de una declaratoria de emergencia
nacional, en estados de necesidad y urgencia nacional, a efectos de
salvaguardar bienes jurídicos primordiales. En sentencia nº1992-341 O de
las catorce horas cuarenta y cinco minutos del 1 O de noviembre de 1992, el



órgano constitucional definió la figura de estado de emergencia y lo 
conceptualiza como sigue: "( .. .) conmoción interna, disturbios, agresión 
exterior, epidemias, hambre y otras calamidades públicas, como 
manifestaciones de lo que se conoce en la doctrina del Derecho Público 
como estado de necesidad y urgencia, en virtud del principio "salus populi 
suprema /ex est", entendiendo que el bien jurídico más débil (la 
conservación del orden normal de competencias legislativas) debe ceder 
ante el bien jurídico más fuerte (la conservación del orden jurídico y social, 
que, en ocasiones, no permite esperar a que se tramite y apruebe una ley)". 
En virtud de lo cual, la Sala Constitucional ha sostenido en el tiempo que tal 
declaratoria debe ser absolutamente necesaria para lograr atender los 
peligros provocados por la situación excepcional, debiendo prolongarse 
únicamente el tiempo estrictamente necesario. 

VIII. Que en su línea jurisprudencia, en la sentencia nº 2001-1369 de las catorce
horas con treinta minutos del 14 de febrero de 2001, respecto a la
calificación de los hechos que motivan un estado de necesidad y urgencia,
el tribunal constitucional señaló que: "(. . .) mediante la declaratoria de estado
de necesidad y urgencia la Administración queda facultada para proceder
mediante la utilización de procedimientos administrativos excepcionales -
como lo es, por ejemplo, la modificación del destino de una partida
presupuestaria- para solventar un evento originado a consecuencia de las
fuerzas naturales, o bien por actos del hombre. Así, la situación que
justifique la "declaratoria de emergencia nacional" debe interpretarse bajo
un criterio restrictivo, por lo que sólo puede proceder ante hechos que
califiquen como fuerza mayor o, a lo sumo, caso fortuito (. . .) la noción de
estado de necesidad y urgencia únicamente acontece ante la producción
hechos (SIC) que no pueden solventarse mediante el ejercicio de los
procedimientos administrativos ordinarios."

IX. Que, en similar sentido de la consideración anterior, en reiterada
jurisprudencia, tal y como se cita en la Resolución No. 03167 - 2016, la Sala
Constitucional ha señalado que, "(. . .) Tanto el antecedente legislativo de la
Ley del Centro de Control, como el artículo 180 de la Constitución Política,
se refieren a verdaderos "estados de necesidad y urgencia" y no a la mera
urgencia, que no es otra cosa más que la pronta ejecución o remedio a una
situación dada, que se ha originado en los efectos de como ha sido
manejada ella misma, y, bajo este presupuesto básico, la Sala entiende que
lo que el Constituyente plasmó en su norma, es la posibilidad jurídica de que
la Administración mediante procedimientos administrativos excepcionales,
expeditos y simplificados, enfrente el estado anormal en que se llegue a
encontrarse ante un evento de esa índole, y no una simple justificación de
los actos que emite. De manera que la norma constitucional bajo análisis,
sanciona expresamente las circunstancias de ''guerra", "conmoción interna'
y "calamidad pública", como las que pueden ser objeto de su propio
tratamiento de excepción y que deben entenderse dentro de la más rancia
definición de la fuerza mayor o, a lo sumo, del caso fortuito, es decir,



sucesos que provienen de la naturaleza, como los terremotos y las 
inundaciones, o de la acción del hombre, como tumultos populares, 
invasiones y guerra, o de la propia condición humana, como las epidemias, 
eventos que son sorpresivos e imprevisibles, o aunque previsibles, 
inevitables; se trata, en general, de situaciones anormales que no pueden 
ser controladas, manejadas o dominadas con las medidas ordinarias de que 
dispone el Gobierno. De manera que la "emergencia" que ha contemplado 
el artículo 180 constitucional resulta ser un concepto jurídico indeterminado, 
porque no se determinan exactamente sus límites, precisamente a causa de 
que se está refiriendo a un supuesto de la realidad, que permite concreción 
o precisión al momento de aplicarse y que se opone, frontalmente, al
concepto de la simple urgencia.

X. Que el martes 12 de abril del 2022, Costa Rica recibió un fuerte ataque
cibernético sobre las bases de datos del Ministerio de Hacienda
Costarricense y a la fecha se siguen recibiendo nuevos ataques a distintas
bases de datos de otras instituciones.

XI. Que, ante la situación del ciberataque, el cual es sin precedentes en el país,
de avanzada tecnología y una invasión a la seguridad nacional, se causaron
alteraciones intensas en el normal funcionamiento de los sistemas
informáticos de recaudación, trazabilidad y atención de las personas física
y jurídicas contribuyentes, generando pérdidas, daños y riesgos mayores
futuros para los bienes de la colectividad que son la hacienda pública, así
como para el derecho fundamental a la privacidad de las personas.

XII. Que, si bien un ataque cibernético puede ser previsible en términos
generales, en términos específicos es imposible conocer la magnitud de un
ataque como el que se dio, así como la tecnología utilizada y las estrategias
de ataque, dado que, los avances tecnológicos y los diferentes mecanismos
de vulneración de la seguridad informática avanzan día con día, por lo cual,
no existe la capacidad para prevenir todas las posibilidades de ataques de
este tipo. Es decir, se está ante una situación de desastre inevitable, de
calamidad pública y conmoción interna y anormal que, sin medidas
extraordinarias, no puede ser controlada por el Gobierno de la República.

XIII. Que resulta necesario declarar mediante el presente Decreto Ejecutivo,
emergencia nacional debido al estado de necesidad y urgencia ocasionado
por el ataque cibernético que se está suscitando en el país, lo cual ha
provocado que los Sistemas de Información de distintas instituciones hayan
sido vulnerados y la información privada violentada, sin tenerse control del
manejo que realicen de esta información. Siendo necesario aplicar medidas
extraordinarias de excepción, de conformidad con lo dispuesto en la
Constitución Política y en la Ley Nacional de Emergencias y Prevención del
Riesgo, para realizar los procesos necesarios que resguarden las Bases de
Datos del Estado Costarricense.



Por tanto, 

DECRETAN: 

Artículo 1 .- Se declara Estado de Emergencia Nacional en todo el Sector Público del 
Estado Costarricense, debido a los cibercrímenes que han afectado la estructura de 
los Sistemas de Información de distintas instituciones del país. 

Artículo 2.- Se tienen comprendidas dentro de esta declaratoria de emergencia todas 
las acciones, obras y servicios necesarios para poder contener, solucionar y prevenir 
nuevos ataques en contra de los Sistemas de Información del Estado Costarricense. 

Artículo 3.- La Presidencia de la República toma el control del planteamiento, 
dirección y coordinación de los procesos necesarios para lograr la contención y 
solución. 

Artículo 4.- De conformidad con los artículos 46 y 47 de la Ley Nacional de 
Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, la Administración Pública 
Centralizada, Administración Pública Descentralizada, empresas del Estado, 
municipalidades, así como cualquier otro ente u órgano público están autorizados 
para dar aportes, donaciones, transferencias al Fondo Nacional de Emergencias, así 
como prestar la ayuda y colaboración necesarias a la Presidencia de la República 
Costarricense, para cubrir los gastos que esta Emergencia Nacional haya y pueda 
provocar. 

Artículo 5.- De conformidad con lo establecido en la Ley Nº 8488, la declaratoria de 
emergencia será comprensiva de toda la actividad administrativa del Estado cuando 
sea estrictamente necesario para resolver las imperiosas necesidades de las 
personas y proteger los bienes y servicios cuando inequívocamente exista el nexo 
de causalidad entre el hecho provocador del estado de emergencia y los daños 
provocados en este efecto, entendidos estos como aquellas acciones que se realicen 
en el marco de la Ley General de Salud, Ley General de Policía y la aplicación del 
Régimen de Excepción aplicable a la declaratoria de emergencia nacional. 



Artículo 6.- Según el artículo 37 de la Ley Nacional de Emergencias y Prevención del 
Riesgo, el Poder Ejecutivo declarará la cesación del estado de emergencia nacional 
cuando se cumplan las fases de la emergencia definidas en el artículo 30 de dicha 
Ley y el artículo 2 del presente Decreto Ejecutivo y se cuente con el criterio técnico 
emitido por la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de 
Emergencias que así lo respalde. 

Artículo 7.- Rige a partir de su publicación. 

Dado en la Presidencia de la República. San José, a los ocho días del mes de mayo 
del dos mil veintidós. 

      RODRIGO CHAVES ROBLES.—La Ministra de la Presidencia, Natalia Díaz 
Quintana.—El Ministro de Ciencia, Innovación, Tecnología y Telecomunicaciones, 
Carlos Enrique Alvarado Briceño.—1 vez.—O.C. N° 60660.—Solicitud N° 43542.—
( D43542 - IN2022644491 ).



EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

Y LA MINISTRA DE SALUD 

En uso de las facultades que les confieren los artículos 21, 50,140 incisos 
3),8),18), y 146 de la Constitución Política; 25, 27 inciso 1) y 28 inciso 2.b) de la Ley 
N

º 6227 del 02 de mayo de 1978, Ley General de la Administración Pública; 282 y 
285 de la Ley N

º 2 del 27 de agosto de 1943, Código de Trabajo; 1, 2, 4, 6, 7, 37, 
150, 337, 338, 340, 341 y 345 punto 3) de la Ley N

º 

5395 del 30 de octubre de 1973 
Ley General de Salud; 1, 2, 6 y 57 de la Ley Nº 5412 del 8 de noviembre de 1973 
Ley Orgánica del Ministerio de Salud; 46 del Código Civil; Ley N

º 63 de 28 de 
septiembre de 1887; Ley N

º 8111 del 18 de julio de 2001 Ley Nacional de 
Vacunación; y Decreto Ejecutivo N

º 32722-S del 20 de mayo de 2005, Reglamento 
a la Ley Nacional de Vacunación. 

CONSIDERANDO: 

1. Que, de acuerdo con la Constitución Política, en sus artículos 21 y 50, el
derecho a la vida y a la salud de las personas es un derecho fundamental, así como
el bienestar de la población, los cuales se tornan en bienes jurídicos de interés
público y ante ello, el Estado tiene la obligación inexorable de velar por su tutela.
Derivado de ese deber de protección, se encuentra la necesidad de adoptar y
generar medidas de salvaguarda inmediatas cuando tales bienes jurídicos están en
amenaza o peligro, siguiendo el mandato constitucional estipulado en el numeral
140 incisos 6) y 8) del texto fundamental.

2. Que es función esencial del Estado velar por la salud de la población,
correspondiéndole al Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Salud, la definición
de la política nacional de salud, la formación, planificación y coordinación de todas
las actividades públicas y privadas relativas a salud, así como la ejecución de
aquellas actividades que le competen conforme a la ley. Por las funciones
encomendadas al Ministerio de Salud, se debe efectuar la vigilancia en salud pública
y evaluar la situación de salud de la población cuando estén en riesgo.

3. Que según los artículos 4, 6, 7, 37, 150, 337, 338, 340, 341 y 345 de la Ley
N

º

. 5395 del 30 de octubre de 1973, Ley General de Salud, y los ordinales 2 inciso 
b) y 57 de la Ley N

º 5412 del 08 de noviembre de 1973, Ley Orgánica del Ministerio
de Salud, las normas de salud son de orden público. Ante ello, el Ministerio de Salud
como autoridad competente podrá ordenar y tomar las medidas especiales para
evitar el riesgo o daño a la salud de las personas, o que estos se difundan o agraven,
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así como para inhibir la continuación o reincidencia en la infracción de los 
particulares. Dichas normas legales que establecen la competencia del Ministerio 
de Salud en materia de salud consagran la potestad de imperio en materia sanitaria, 
que le faculta para dictar todas las medidas técnicas que fueren necesarias para 
enfrentar y resolver los estados de emergencia sanitarios. Además, se establece la 
obligatoriedad de la vacunación contra las enfermedades transmisibles que el 
Ministerio de Salud determine, autorizándose únicamente los casos de excepción 
por parte de la autoridad de salud correspondiente y correspondiéndole 
especialmente al ministro en representación del Poder Ejecutivo declarar obligatoria 
la vacunación contra ciertas enfermedades, así como ciertos exámenes o prácticas 
que se estimen necesarios para prevenir o controlar enfermedades. 

4. Que las autoridades están obligadas a aplicar el principio de precaución en
materia sanitaria en el sentido de que deben tomar las medidas preventivas que
fueren necesarias para evitar daños graves o irreparables a la salud de los
habitantes.

5. Que, desde enero del año 2020, el Poder Ejecutivo ha activado diversos
protocolos para enfrentar la alerta epidemiológica sanitaria internacional por
COVID-19, con el fin de adoptar medidas sanitarias para disminuir el riesgo de
impacto en la población que reside en Costa Rica.

6. Que el 11 de marzo del 2020 la Organización Mundial de la Salud elevó la
situación de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia
internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e
internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces para hacer
frente a esta coyuntura.

7. Que mediante el Decreto Ejecutivo N
º 

42227-MP-S del 16 de marzo de 2020,
se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de
Costa Rica, debido a la situación sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19.

8. Que el Código de Trabajo, Ley N
º 2 del 27 de agosto de 1943, establece en

sus artículos 282 y 285 respectivamente lo siguiente, "corre a cargo de todo
patrono la obligación de adoptar, en los lugares de trabajo, las medidas para
garantizar la salud ocupacional de los trabajadores, conforme a los términos de
este Código, su reglamento, los reglamentos de salud ocupacional que se
promulguen, y las recomendaciones que, en esta materia, formulen tanto el
Consejo de Salud Ocupacional, como las autoridades de inspección del Ministerio
de Trabajo y Seguridad Social, Ministerio de Salud e Instituto Nacional de
Seguros"; artículo nº 285: "Todo trabajador deberá acatar y cumplir, en lo que le
sea aplicable, con los términos de esta ley, su reglamento, los reglamentos de



salud ocupacional, que se promulguen y las recomendaciones que, en esta 
materia, les formulen las autoridades competentes." 

9. Que el Decreto Ejecutivo N
º 32722-S del 20 de mayo de 2005, Reglamento a la

Ley Nacional de Vacunación, publicado en La Gaceta Nº 213 del 4 de noviembre
del 2005, establece en el artículo 18 la Lista Oficial de Vacunas incluidas en el
esquema público básico universal de Costa Rica.

10. Que, mediante el Decreto Ejecutivo N
º 42889-S del 10 de marzo de 2022, se

actualizó la lista de vacunas del esquema público básico universal de Costa Rica,
incluyendo la vacuna contra COVID-19 dentro de este, así como la obligatoriedad
de la vacuna contra Covid-19 para el personal establecido por la Comisión
Nacional de Vacunación, en las sesiones extraordinarias número Vll-2021 del 16
de febrero del 2021 y VIII del 23 de febrero de 2021, excepto para aquellas
personas funcionarias con contraindicación médica para ello y siendo
responsabilidad del patrono tomar las medidas correspondientes de acuerdo con
la legislación del país y la normativa institucional para el caso de quienes no
quieran vacunarse contra covid-19.

11. Que, ante la variación de la situación epidemiológica del COVID-19 y de
cuadro con lo acordado por la Comisión Nacional de Vacunación y Epidemiología,
se reformó el Decreto Ejecutivo N

º 42889-S del 1 O de marzo de 2022, mediante el
Decreto Ejecutivo No. 43249 7 de octubre de 2021, con lo cual se modificó el
artículo 2 de dicho Decreto, indicando que, "(. . .) será obligatoria la vacuna del
COVID-19 para el personal establecido por la Comisión Nacional de Vacunación y
Epidemiología, en las sesiones extraordinarias número V/1-2021 del 16 de febrero
del 2021, Vl//-2021 del 23 de febrero de 2021 y N º XLV-2021 del día 23 de
septiembre de 2021, para el caso de este último acuerdo, será en los términos
fijados por la Comisión Nacional de Vacunación y Epidemiología para el sector
público y el sector privado. Para cuando sean citados por los encargados para tal
efecto y de acuerdo con la planificación institucional respectiva, las personas
contempladas en el párrafo anterior deberán vacunarse, con excepción de
aquellos funcionarios que, por contraindicación médica debidamente declarada, no
les sea posible recibir la vacuna contra el Covid-19. Será responsabilidad del
patrono tomar las medidas correspondientes de acuerdo con la legislación del país
y la normativa institucional, en el caso de los trabajadores que no quieran
vacunarse contra el COVID-19".

12. Que si bien, mediante lo acordado en sesión extraordinaria N
º XLV-2021 del

día 23 de septiembre de 2021, la Comisión Nacional de Vacunación y
Epidemiología, estableció la obligatoriedad de la vacuna contra COVID-19 para el
sector público y privado, para este último dicha comisión estableció lo siguiente:
"(. . .) así como para aquellos empleados del Sector Privado cuyos patronos, dentro
de sus disposiciones laborales internas, hayan optado por incorporar la
vacunación contra la Covid-19 como obligatoria en sus centros de trabajo".

13. Que, de acuerdo con el oficio MS-CNVE-0833-2021, indica la Comisión



Nacional de Vacunación y Epidemiología que "lo concerniente a las sanciones 
aplicadas por el patrono, tal como se indica en el Decreto de Obligatoriedad, es 
competencia de este y esto escapa a la competencia de la CNVE". 

14. Que, de conformidad con el artículo 12 bis del Decreto Ejecutivo Nº 37045-MP
MEIC del 22 de febrero de 2012 "Reglamento a la Ley de Protección al Ciudadano 
del Exceso de Trámites Administrativos" y su reforma, se considera que por la 
naturaleza del presente decreto no es necesario completar la Sección 1 
denominada Control Previo de Mejora Regulatoria, que conforma el formulario de 
Evaluación Costo Beneficio, toda vez que el mismo no establece trámites ni 
requerimientos para el administrado.

POR TANTO, 

DECRETAN: 

Artículo 1.- Se insta a todas las instituciones públicas del Estado y al sector privado 
costarricense a no aplicar sanciones de despido en los casos de funcionarios que 
no cuentan con el Esquema de Vacunación Covid-19. 

Articulo 2. El Poder Ejecutivo solicita a la Comisión Nacional de Vacunación y 
Epidemiología, que mediante estudios técnicos y estadísticos actualizados, indique 
y recomiende al Poder Ejecutivo cuales funcionarios pueden ser afectados por 
sanciones de despido ante el incumplimiento de la obligatoriedad que rige en la 
actualidad. En el mismo sentido insta a realizar estudios técnicos que demuestren 
el efecto de la obligatoriedad de la vacunación sobre el porcentaje de la población 
que efectivamente vacunada, incluyendo un análisis de la evidencia internacional. 

Artículo 3.- El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de su publicación. 

Dado en la Presidencia de la República. -San José, a los ocho días del mes de mayo 
de dos mil veintidós. PUBLIQUESE. 

       RODRIGO CHAVES ROBLES.—La Ministra de Salud, Joselyn Chacón Madrigal.—
1 vez.—O.C. N° 60660.—Solicitud N° 43542.—( D43543 - IN2022644492 ).



EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

Y LA MINISTRA DE SALUD 

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 

incisos 3) y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1 ), 27 inciso 1 ), 28 

inciso 2) acápite b) de la Ley General de la Administración Pública, Ley No. 6227 del 2 de 

mayo de 1978 y sus reformas; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 169, 170, 177, 337, 338, 340, 

341, 355 y 356 de la Ley General de Salud, Ley No. 5395, del 30 de octubre de 1973; los 

artículos 2 inciso b), c) y e) y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley No. 5412 

del 08 de noviembre de 1973; el Decreto Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de marzo de 

2020. 

CONSIDERANDO: 

1.- Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos fundamentales 

a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la población, que constituyen 

bienes jurídicos de interés público y que el Estado está obligado a proteger, mediante la 

adopción de medidas que les defiendan de toda amenaza o peligro. 

2.- Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de Salud, 

Ley No. 5395 del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la Ley Orgánica del 

Ministerio de Salud, Ley No. 5412 del 08 de noviembre de 1973, regulan la obligación de 
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protección de los bienes jurídicos de la vida y la salud pública por parte del Poder Ejecutivo, 

a través del Ministerio de Salud. Asimismo, la salud de la población es un bien de interés 

público tutelado por el Estado, y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas 

relativas a la salud son de orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre 

cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal. 

3.- Que, con fundamento en lo anterior, el Ministerio de Salud es la autoridad competente 

para ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el riesgo o daño a la salud de las 

personas, o que estos se difundan o agraven, así como para inhibir la continuación o 

reincidencia en la infracción de los particulares. Dichas normas legales que establecen la 

competencia del Ministerio de Salud en materia de salud consagran la potestad de imperio 

en materia sanitaria, que le faculta para dictar todas las medidas que sean necesarias para 

enfrentar y resolver el estado de emergencia sanitario. 

4.- Que es función esencial del Estado velar por la salud de la población, en razón de ser 

esta un bien jurídico tutelado, correspondiéndole al Poder Ejecutivo por medio del Ministerio 

de Salud, la definición de la política nacional de salud, la formación, planificación y 

coordinación de todas las actividades públicas y privadas relativas a la salud, así como la 

ejecución de aquellas actividades que le competen conforme a la ley. Por las funciones 

encomendadas al Ministerio de Salud y sus potestades policiales en materia de salud 

pública, debe efectuar la vigilancia y evaluar la situación de salud de la población cuando 

esté en riesgo. Ello implica la facultad para obligar a las personas a acatar disposiciones 

normativas que emita para mantener el bienestar común de la población y la preservación 

del orden público en materia de salubridad. 

5.- Que, de forma particular, es necesario destacar que el ordinal 147 de la Ley General de 

Salud, dispone que "Toda persona deberá cumplir con las disposiciones legales o 

reglamentarias y las prácticas destinadas a prevenir la aparición y propagación de 

enfermedades transmisibles. Queda especialmente obligada a cumplir:(.) b) Las medidas 



preventivas que la autoridad de salud ordene cuando se presente una enfermedad en forma 

esporádica, endémica o epidémica. c) Las medidas preventivas que la autoridad sanitaria 

ordene a fin de ubicar y controlar focos infecciosos, vehículos de transmisión, huéspedes y

vectores de enfermedades contagiosas o para proceder a la destrucción de tales focos y

vectores, según proceda". Es así como se establece un tipo de deber al cual están sujetas 

las personas para evitar acciones o actividades que afecten la salud de terceros, 

específicamente las obligaciones ante la necesidad de control nacional o internacional de 

enfermedades transmisibles. 

6.- Que para el cumplimiento de los deberes que el ordenamiento jurídico le confiere al 

Poder Ejecutivo, a través de Ministerio de Salud como autoridad rectora, está la facultad de 

adoptar medidas extraordinarias o especiales para evitar el riesgo o daño a la salud de las 

personas, o bien, impedir que tales factores de afectación se compliquen o se propaguen, 

de tal suerte que inhiba las acciones que propicien esa incidencia en la salud de la población, 

según los ordinales 340 y 341 de la Ley General de Salud. Debido a la situación de 

emergencia sanitaria, la cual se desarrollará más adelante, esta facultad para emitir 

medidas especiales encuentra asidero jurídico también en el artículo 367 de la Ley citada, 

que concede a dicha autoridad rectora la potestad de fijar acciones extraordinarias 

para evitar la propagación de la epidemia. 

7.- Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020, se 

declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de Costa Rica, 

debido a la situación de alerta sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, debido al 

estado de necesidad y urgencia ocasionado por dicho virus, dada su magnitud como 

pandemia y sus consecuencias en el territorio nacional. 

8.- Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42421-S del 26 de junio de 2020, el Poder 

Ejecutivo estableció el uso obligatorio de la mascarilla o la careta como equipo de protección 

especial, concretamente para "( ... ) todas las personas cuando requieran acceder a los



establecimientos con permiso sanitario de funcionamiento, que determinará el Ministerio de 

Salud vía resolución, así como para acceder al servicio de transporte público remunerado 

de personas en sus diferentes modalidades( ... )". Para el cumplimiento de dicha medida, el 

Poder Ejecutivo dispuso una serie de deberes a cargo por competencia de esta cartera 

ministerial como rectora de la salud pública, así como la obligación de coordinar las 

acciones con otras instancias públicas para el debido cumplimiento de esta medida. 

9.- Que, en vista de la situación epidemiológica actual del país y su impacto en el sistema 

de salud, así como el índice de vacunación elevado en la población costarricense, se 

considera suspender la obligatoriedad de la utilización de mascarilla, para la población en 

general, a excepción del personal de salud de primera línea de atención, de la Caja 

Costarricense de Seguro Social, Cruz Roja Costarricense, Instituto Nacional de Seguros 

(servicios hospitalarios), el cual está considerado como el personal que tiene mayor riesgo 

de exposición por llevar a cabo actividades en la atención directa de pacientes (contacto 

estrecho y con mayor tiempo de exposición). 

POR TANTO, 

DECRETAN 

REFORMA AL DECRETO EJECUTIVO Nº 42421-S DEL 10 DE MARZO DE 2021, 

DENOMINADO, MEDIDA ESPECIAL SOBRE EL USO OBLIGATORIO DE 

MASCARILLA COMO EQUIPO DE PROTECCIÓN PERSONAL DEBIDO AL ESTADO 

DE EMERGENCIA NACIONAL POR EL COVID-19 

ARTÍCULO 1.- Refórmese el artículo 3 del Decreto Ejecutivo No 42421-S del 1 O de marzo 

de 2021, denominado "Uso obligatorio de mascarilla o careta". Para que en lo sucesivo se 

lea así: 



"ARTÍCULO 3º . - Uso obligatorio de mascarilla. Con fundamento en el artículo 147 

de la Ley General de Salud, Ley número 5395 del 30 de octubre de 1973, se dispone 

del uso obligatorio de mascarilla por ser equipo de protección personal, para todos los 

funcionarios de salud de primera línea de atención del sector público y privado del país, 

así mismo el uso de mascarilla como uso obligatorio a las personas cuando requieran 

acceder a los establecimientos de salud del país. 

Todas las personas que no sean personal de primera línea de atención o que no 

requieran acceder a los establecimientos de salud, están exentos de esta obligación. 

El Ministerio de Salud deberá establecer, bajo razones técnicas, objetivas y con enfoque 

de derechos humanos, los casos excepcionales en los cuales queda excluido el uso 

obligatorio de la mascarilla". 

El Ministerio de Salud mediante decreto, podrá variar los alcances del presente decreto 

ejecutivo, si la situación epidemiológica del país lo amerite. 

Vigencia. El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de su publicación. 

Dado en la Presidencia de la República, San José a los siete días del mes de mayo del dos 

mil veintidós. Publíquese. 

        RODRIGO CHAVES ROBLES.—La Ministra de Salud, Joselyn Chacón Madrigal.—
1 vez.—O.C. N° 60660.—Solicitud N° 43542.—( D43544 - IN2022644493 ).
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